
 
 

EXPEDIENTE Nº 20045 INGRESÓ 01/06/2026 HORA 11:54 

PROYECTO DE LEY 

INICIADORES: Diputados Cecilia Gortari, Emiliano Fernandez y Gustavo Canteros.- 

OBJETO: Crear el régimen provincial de gestión integral, conservación, mejoramiento 

y fortalecimiento de caminos rurales y consorcios camineros.- 

FUNDAMENTOS: 

Honorable Cámara: 

Sometemos a consideración de esta Honorable Cámara el presente proyecto de ley por 

el que se crea el Régimen Provincial de Gestión Integral, Conservación, Mejoramiento y 

Fortalecimiento de Caminos Rurales y Consorcios Camineros, en el convencimiento de 

que la transitabilidad permanente de los caminos rurales constituye, en el interior 

profundo de nuestra provincia, una condición material indispensable para el ejercicio 

efectivo del derecho a la educación, a la salud, al trabajo, a la producción, a la seguridad 

y al arraigo familiar. 

Los caminos rurales no pueden ser entendidos exclusivamente como una infraestructura 

productiva. Son, en términos concretos y cotidianos, la vía por la que un niño llega o no 

llega a la escuela, la única traza por la que en ciertos casos una ambulancia puede 

acceder a un paraje, el medio por el que una familia productora puede sacar su 

producción y sostener su economía, y el camino por el que la presencia institucional del 

Estado -policía, bomberos, defensa civil, equipos sanitarios- alcanza a los habitantes del 

interior. Cuando esos caminos quedan intransitables por lluvias, falta de mantenimiento, 

cargas excesivas o ausencia de obras hídricas adecuadas, no se interrumpe sólo el flujo 

de la producción: se interrumpe el acceso a derechos. 

La Provincia de Corrientes cuenta con un cuerpo normativo vinculado a la materia que, 

sin embargo, resulta hoy insuficiente para configurar una política pública moderna, 

integral y permanente de caminos rurales. La Ley Provincial N° 3.288/75 organiza la 

Dirección Provincial de Vialidad como entidad autárquica de derecho público y le 



 
asigna competencia en materia de estudio, proyecto, construcción, reconstrucción, 

conservación y mejoramiento de los caminos provinciales, autorizándola expresamente 

a celebrar consorcios con municipios y consorcios vecinales para construir caminos de 

acceso a escuelas, organismos sanitarios, policiales y de apoyo a las comunidades 

rurales. La Ley Provincial N° 4.339 prevé la creación de consorcios vecinales con 

aportes de Vialidad, municipios y vecinos para la ejecución de obras de interés común. 

La Ley Provincial N° 6.046 regula la preservación de la estructura vial frente al 

deterioro causado por cargas y dimensiones excedidas y habilita a la autoridad de 

aplicación a celebrar convenios con municipios y consorcios camineros para 

complementar la fiscalización. Y el Código de Aguas, aprobado por Decreto-Ley N° 

191/01, junto con el Decreto-Ley N° 212/01 que crea el Instituto Correntino del Agua y 

del Ambiente, sujeta a control técnico a toda obra que pueda alterar escurrimientos, 

drenajes y cursos de agua. 

Este conjunto normativo, valioso pero disperso, no constituye por sí solo un sistema de 

gestión integral de caminos rurales. La Ley 3.288 atribuye competencia general a 

Vialidad, pero no estructura una política específica para la red rural. La Ley 4.339 abre 

la figura del consorcio vecinal, pero no establece un régimen permanente, con 

planificación, criterios objetivos de prioridad, registro público, mecanismos de 

transparencia y un procedimiento de emergencia vial rural. La Ley 6.046 ordena el 

control de cargas, pero su articulación con la conservación de caminos rurales y los 

consorcios camineros depende de convenios cuya celebración queda librada a la 

voluntad administrativa. Y la coordinación con la autoridad hídrica y ambiental, 

imprescindible en una provincia con la geografía y el régimen pluvial del Nordeste, no 

encuentra en la legislación vigente una previsión expresa que ordene su intervención en 

las obras viales rurales. 

El presente proyecto se propone, justamente, llenar ese vacío institucional. No deroga 

las normas vigentes ni se superpone con ellas, sino que las integra en un régimen 

especial y complementario, dejando a salvo su vigencia en todo lo que no se oponga. 

Crea un sistema permanente, con autoridad de aplicación, planificación anual 

obligatoria, criterios objetivos de priorización, registro público de caminos y consorcios, 

mapa de caminos críticos, regulación específica de los consorcios camineros, régimen 



 
de transparencia y control, procedimiento de emergencia vial rural y coordinación 

hídrica y ambiental expresa para toda obra que pueda alterar escurrimientos. La idea 

rectora es ordenar, coordinar, transparentar y fortalecer lo existente, sin crear estructuras 

superpuestas ni invadir competencias municipales reconocidas por los artículos 216, 

225 y concordantes de la Constitución provincial. 

El proyecto recoge antecedentes legislativos que demuestran que la materia ya fue 

advertida por esta Legislatura. Existe un expediente presentado en 2021, por el que se 

proponía la creación de consorcios camineros y que fuera enviado a archivo en 2023, y 

que anticipó una preocupación que el tiempo no hizo sino confirmar. Más 

recientemente, el Expediente N° 18.465/2024 propuso la modificación de los artículos 

7° y 12° de la Ley 4.339 para incorporar expresamente la red vial rural de jurisdicción 

municipal y provincial entre las obras a ejecutar por los consorcios y para reformular los 

porcentajes de financiamiento. Estas iniciativas reflejan que el sistema vigente requiere 

actualización; sin embargo, la modificación parcial de la Ley 4.339 resulta insuficiente 

frente a la necesidad de un régimen integral que articule planificación, prioridades, 

registro, emergencia, transparencia y coordinación hídrica. Por esa razón se opta por 

una ley específica y autónoma, sin perjuicio de la subsistencia de la Ley 4.339 en lo que 

no se le oponga. 

El proyecto se nutre asimismo de legislación comparada, adaptada al ordenamiento 

provincial. La Provincia de Córdoba, en agosto de 2025, sancionó el Sistema de Gestión 

Integral de Caminos Rurales No Pavimentados, que reemplazó a la Ley N° 6.233 de 

1978 y articuló un sistema integrado por consorcios camineros, consorcios regionales, 

asociación de consorcios, unidades ejecutoras de obras, consorcios de gestión de 

caminos y suelos y un consejo consultivo, bajo una autoridad de aplicación claramente 

definida. La Provincia del Chaco, mediante la Ley N° 3.565 y sus modificatorias, 

sostiene desde hace décadas un régimen de consorcios camineros como entidades de 

bien público, sin fines de lucro, con reconocimiento por la Dirección de Vialidad 

Provincial y con una articulación obligatoria con la Administración Provincial del Agua 

para toda intervención sobre canales y escurrimientos en áreas rurales. Estos 

antecedentes regionales -en provincias geográfica y productivamente próximas- ofrecen 

lineamientos útiles que el presente proyecto recoge respetando la arquitectura 



 
institucional de Corrientes y la competencia de la Dirección Provincial de Vialidad 

establecida por la Ley 3.288. 

Del mismo modo, el proyecto incorpora la idea -presente en regímenes provinciales más 

recientes y en iniciativas legislativas de la región, como la presentada en la Provincia de 

Entre Ríos sobre transitabilidad de los caminos a escuelas rurales y centros de salud- de 

organizar la priorización de intervenciones sobre la base de criterios objetivos, 

verificables y publicables, antes que sobre la discrecionalidad administrativa. Por eso el 

articulado establece un Plan Anual obligatorio, un Mapa Provincial de Caminos Rurales 

Críticos y una cláusula expresa de prioridad para aquellos caminos que sirven al acceso 

a escuelas rurales, centros sanitarios, salas de salud, hospitales, destacamentos 

policiales, cuarteles de bomberos y parajes aislados, lo cual condiciona la asignación de 

recursos, la elaboración del cronograma de obras y la respuesta ante emergencias. 

Particular cuidado se ha puesto en la naturaleza jurídica de los consorcios camineros y 

en su régimen de funcionamiento. Se los configura como entidades de participación 

local, sin fines de lucro, destinadas a colaborar con la autoridad de aplicación en la 

conservación, mantenimiento y mejoramiento de los caminos rurales, con órganos 

internos definidos -asamblea, comisión directiva y órgano de fiscalización-, con 

obligaciones de rendición de cuentas, con previsiones expresas de intervención y 

normalización, y con un régimen de transparencia que abarca la publicación de 

convenios, fondos transferidos, obras ejecutadas y maquinaria asignada. La calificación 

jurídica precisa de los consorcios -asociaciones civiles con reconocimiento especial, 

entidades de bien público o, eventualmente, personas jurídicas de derecho público no 

estatal en función de la modalidad operativa- se remite a la reglamentación, en línea con 

la prudencia que la materia requiere y respetando la coordinación con la Dirección 

General de Personas Jurídicas. Lo decisivo, en cualquier caso, es que los consorcios 

estén sujetos a control externo cuando administren fondos públicos, que sus integrantes 

participen efectivamente en la vida del consorcio y que sus decisiones se ajusten a 

estándares verificables de gestión. 

En materia de financiamiento, el proyecto adopta un criterio deliberadamente prudente. 

No crea ningún nuevo impuesto, adicional tributario ni gravamen sobre los productores, 



 
los vecinos o las empresas, y deja librada al Poder Ejecutivo la asignación 

presupuestaria específica dentro de las partidas existentes de la Dirección Provincial de 

Vialidad y del Ministerio competente. Se contempla, sí, la posibilidad de que el régimen 

se financie con partidas del Presupuesto Provincial, con recursos asignados a la 

Dirección Provincial de Vialidad, con aportes voluntarios de municipios, consorcios y 

beneficiarios, con convenios provinciales y nacionales, con donaciones, legados y 

aportes específicos, y con la afectación, en la medida en que sea jurídicamente 

compatible, de los recursos que la Ley 6.046 destina a la preservación de la estructura 

vial. Esta opción se inscribe en una política de viabilidad institucional: no se trata de 

imponer cargas adicionales, sino de ordenar el uso de los recursos existentes y abrir 

cauces para nuevas fuentes cuando ellas estén disponibles. 

La coordinación con la autoridad hídrica y ambiental ocupa un capítulo propio porque la 

experiencia provincial demuestra que muchas obras viales rurales mal proyectadas 

terminan agravando inundaciones, alterando escurrimientos o perjudicando campos y 

caminos vecinos. Por eso el proyecto establece, en términos operativos, que toda obra 

de camino rural que pueda alterar escurrimientos, drenajes, cunetas, alcantarillas, 

badenes, puentes o zonas anegables requiere intervención técnica previa del Instituto 

Correntino del Agua y del Ambiente y, cuando corresponda en los términos de la Ley 

N° 5.067 de Evaluación de Impacto Ambiental y sus modificatorias, de la autoridad 

ambiental competente. No se trata de duplicar trámites: se trata de evitar que obras 

públicas financiadas con fondos provinciales generen perjuicios mayores que los que se 

proponían resolver. 

El proyecto incorpora también un régimen de emergencia vial rural, pensado para 

situaciones que, en el norte y centro de la Provincia, se repiten estacionalmente: lluvias 

intensas, inundaciones, cortes de caminos, caída de puentes o alcantarillas, interrupción 

del transporte escolar e imposibilidad de circulación de ambulancias. La respuesta ante 

esas situaciones no puede depender de la improvisación. El régimen establece la 

obligación de comunicación pública inmediata, articulación con los municipios 

afectados, prioridad para los servicios esenciales y rendición posterior de las 

intervenciones realizadas. 



 
Finalmente, el proyecto refuerza la transparencia. El Registro Provincial de Caminos 

Rurales y Consorcios Camineros y la obligación de publicar convenios, fondos 

transferidos, maquinaria asignada y trabajos realizados configuran un estándar de 

publicidad que no existe hoy en el sistema vigente. Las obligaciones de rendición de 

cuentas y las sanciones por incumplimiento, desvío de fondos o falta de rendición 

buscan que los consorcios sean herramientas de gestión territorial y no cajas opacas. 

El proyecto no pretende sustituir a la Dirección Provincial de Vialidad ni invadir 

competencias municipales reconocidas por la Constitución provincial. Por el contrario, 

se asienta sobre la competencia que la Ley 3.288 atribuye a Vialidad y reconoce 

explícitamente la autonomía municipal en materia de obras públicas y viales, tránsito y 

transporte locales, conforme al artículo 225 inciso 6, apartados h) e i), de la 

Constitución provincial. La articulación que se propone es de cooperación, no de 

subordinación: Provincia, municipios, consorcios, productores, vecinos, escuelas, 

centros de salud, fuerzas de seguridad y autoridad hídrica integran un mismo sistema 

territorial cuyo objeto es garantizar la transitabilidad y la conectividad del interior rural. 

Por las razones expuestas, por la centralidad estratégica que los caminos rurales tienen 

para el desarrollo, la equidad territorial y el acceso a derechos en el interior profundo de 

Corrientes, y por la conveniencia institucional de dotar a la Provincia de un régimen 

moderno, ordenado y transparente en una materia tan sensible como ésta, solicitamos el 

acompañamiento de nuestros pares para la aprobación del presente proyecto de ley. 

L E Y  N° 0 0 0 0 

EL HONORABLE SENADO Y LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES SANCIONAN CON FUERZA DE 

L E Y : 

RÉGIMEN PROVINCIAL DE GESTIÓN, CONSERVACIÓN, 

MEJORAMIENTO Y FORTALECIMIENTO DE CAMINOS RURALES Y 

CONSORCIOS CAMINEROS 

CAPÍTULO I 



 
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1°.- Créase el Régimen Provincial de Gestión Integral, Conservación, 

Mejoramiento y Fortalecimiento de Caminos Rurales y Consorcios Camineros, que 

se regirá por las disposiciones de la presente ley, su reglamentación y las normas que en 

su consecuencia se dicten. 

ARTÍCULO 2°.- La presente ley tiene por objeto garantizar, en forma permanente y 

planificada, la transitabilidad, la conservación, el mejoramiento, el mantenimiento 

preventivo y la respuesta ante emergencias de los caminos rurales de la Provincia de 

Corrientes; ordenar y transparentar la gestión de la red vial rural; y regular el 

funcionamiento de los consorcios camineros como herramienta de participación local. 

ARTÍCULO 3°.- Son finalidades de la presente ley: 

a) Garantizar el acceso permanente a establecimientos educativos rurales en todos sus 

niveles y modalidades. 

b) Garantizar el acceso a centros de salud, salas sanitarias, postas y hospitales, así como 

la circulación de ambulancias y de los equipos de emergencia sanitaria. 

c) Facilitar la circulación del transporte escolar, de las fuerzas de seguridad, de 

bomberos, de defensa civil y de los demás servicios públicos esenciales. 

d) Asegurar la salida de la producción agropecuaria, forestal, hortícola, tabacalera, 

ganadera y de las economías regionales correntinas. 

e) Fortalecer el arraigo rural y prevenir el aislamiento de parajes, familias y 

comunidades del interior provincial. 

f) Ordenar y transparentar la planificación, ejecución y control de las intervenciones 

sobre la red vial rural. 

g) Coordinar los esfuerzos de la Provincia, los municipios, los consorcios camineros, los 

productores, los vecinos y las instituciones rurales en una política pública integral y 

permanente. 



 
h) Prevenir el deterioro vial derivado de cargas excesivas, mal uso o falta de obras 

hídricas adecuadas. 

i) Mejorar la resiliencia de la infraestructura vial rural frente a lluvias intensas, 

inundaciones, incendios y emergencias climáticas. 

j) Promover la articulación con la autoridad hídrica y, cuando corresponda, con la 

autoridad ambiental, para evitar que las obras viales rurales agraven escurrimientos, 

anegamientos o riesgos hídricos. 

ARTÍCULO 4°.- El régimen creado por la presente ley se inspira en los siguientes 

principios rectores: integralidad de la gestión vial rural; planificación con criterios 

objetivos y verificables; participación de los actores territoriales; transparencia activa y 

rendición de cuentas; coordinación interinstitucional; subsidiariedad respecto de la 

autonomía municipal; razonabilidad y eficiencia en el uso de los fondos públicos; y 

equidad territorial en favor del interior rural de la Provincia. 

ARTÍCULO 5°.- A los fines de la presente ley, se entiende por: 

a) Caminos rurales: las vías de comunicación terrestre, pavimentadas o no, que vinculan 

parajes, establecimientos productivos, escuelas, centros sanitarios y poblaciones del 

ámbito rural, ya sea entre sí o con la red vial primaria o secundaria, comprendidas en la 

jurisdicción provincial o municipal y no expresamente incluidas en la red nacional. 

b) Caminos vecinales: caminos rurales utilizados de modo común por los vecinos de 

una zona, destinados al servicio del tránsito local y al acceso a predios, escuelas, parajes 

y servicios esenciales. 

c) Red terciaria o rural: el conjunto de caminos rurales y vecinales que, conforme a la 

clasificación que adopte la autoridad de aplicación, integran la red vial provincial fuera 

de las redes primaria y secundaria. 

d) Caminos de acceso prioritario: caminos rurales identificados por la autoridad de 

aplicación, en función de los criterios objetivos previstos en esta ley, como críticos para 

el acceso a la educación, la salud, la seguridad pública, el transporte escolar y la 

conectividad de parajes. 



 
e) Consorcios camineros: entidades de participación local, sin fines de lucro, reguladas 

en el Capítulo IV, que asumen, en coordinación con la autoridad de aplicación, tareas de 

conservación, mantenimiento, mejoramiento y gestión de tramos determinados de la red 

vial rural. 

f) Consorcistas: las personas humanas o jurídicas, públicas o privadas, que integran un 

consorcio caminero conforme a su estatuto y a la presente ley. 

g) Adherentes: las personas humanas o jurídicas que, sin ser consorcistas activos, 

colaboran con el consorcio mediante aportes voluntarios, materiales, financieros o 

técnicos, en los términos que establezca el estatuto. 

h) Zona de influencia del consorcio: el ámbito territorial determinado por la autoridad 

de aplicación, en el que el consorcio caminero ejerce sus tareas y dentro del cual 

identifica a sus consorcistas y adherentes. 

i) Obras de conservación: tareas habituales y periódicas destinadas a mantener las 

condiciones de transitabilidad del camino, incluyendo desmalezado, perfilado, despeje 

de cunetas, reposición de áridos, mantenimiento de alcantarillas, badenes y obras 

menores de arte. 

j) Obras de mejoramiento: trabajos que modifican estructuralmente el camino, su perfil, 

su drenaje o sus obras de arte, e incluyen reconstrucción, ensanche, enripiado, 

estabilización de suelos, construcción de alcantarillas, badenes, puentes menores y obras 

hídricas asociadas. 

k) Emergencia vial rural: la situación verificada por la autoridad de aplicación en la que, 

por causas climáticas, hídricas, accidentales o de otra índole, un tramo o conjunto de 

caminos rurales deviene intransitable y afecta significativamente el acceso a 

establecimientos educativos, centros sanitarios, parajes o servicios esenciales. 

CAPÍTULO II 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN Y COORDINACIÓN INSTITUCIONAL 

ARTÍCULO 6°.- La autoridad de aplicación de la presente ley será la Dirección 

Provincial de Vialidad creada por la Ley N° 3.288 o el organismo que en el futuro la 



 
reemplace, sin perjuicio de las competencias propias del Ministerio de Obras y 

Servicios Públicos o ministerio que corresponda según la organización del Poder 

Ejecutivo. La autoridad de aplicación ejercerá las facultades previstas en esta ley, 

dictará las normas técnicas y operativas que resulten necesarias para su implementación 

y articulará la coordinación interinstitucional prevista en el artículo 7°. 

ARTÍCULO 7°.- La autoridad de aplicación coordinará la implementación del régimen 

con los ministerios y organismos provinciales competentes según la organización 

vigente del Poder Ejecutivo, en particular en las áreas de educación, salud, seguridad, 

producción y desarrollo social, así como con el Instituto Correntino del Agua y del 

Ambiente, con los municipios, con las comisiones vecinales, con las cooperativas, con 

las asociaciones de productores, con las entidades rurales, con los consorcios camineros 

y con las instituciones técnicas y académicas que puedan aportar al cumplimiento de los 

fines de la presente ley. 

CAPÍTULO III 

REGISTRO, MAPA Y PLANIFICACIÓN 

ARTÍCULO 8°.- Créase, en el ámbito de la autoridad de aplicación, el Registro 

Provincial de Caminos Rurales y Consorcios Camineros, en el que se inscribirán: los 

caminos rurales identificados en la jurisdicción provincial y, respecto de los caminos de 

jurisdicción municipal, aquellos cuyo municipio haya adherido al régimen mediante 

ordenanza, convenio o acto expreso de la autoridad municipal competente, con pleno 

respeto de la autonomía consagrada por la Constitución provincial; los consorcios 

camineros reconocidos; los convenios vigentes celebrados en el marco de la presente 

ley; la maquinaria, equipamiento y materiales asignados o transferidos a consorcios y 

municipios; los fondos transferidos; los trabajos realizados; y las rendiciones de cuentas 

presentadas. El Registro se actualizará periódicamente y será de publicidad activa, con 

las únicas restricciones que resulten de las normas vigentes en materia de protección de 

datos personales y seguridad pública. 

ARTÍCULO 9°.- La autoridad de aplicación elaborará y mantendrá actualizado un 

Mapa Provincial de Caminos Rurales Críticos, que identifique, con la mayor 

precisión técnica posible y, cuando sea factible, mediante georreferenciación, los 



 
caminos rurales prioritarios de la Provincia, incluyendo: accesos a escuelas rurales; 

accesos a centros sanitarios y hospitales; caminos utilizados habitualmente por el 

transporte escolar y por ambulancias; zonas productivas; parajes aislados; caminos 

afectados de modo reiterado por lluvias o inundaciones; y caminos con puentes, 

alcantarillas, badenes o pasos en mal estado o de capacidad insuficiente. La inclusión en 

el Mapa de caminos de jurisdicción municipal requerirá adhesión, convenio o acto 

expreso de la autoridad municipal competente, con pleno respeto de la autonomía 

consagrada por la Constitución provincial. 

ARTÍCULO 10°.- La autoridad de aplicación elaborará anualmente, dentro del último 

cuatrimestre de cada ejercicio, un Plan Anual de Conservación, Mejoramiento y 

Mantenimiento de Caminos Rurales que deberá contener, como mínimo: las obras 

prioritarias del año siguiente; los criterios de selección aplicados; el cronograma 

tentativo; los recursos disponibles y previstos; los aportes municipales y consorciales 

comprometidos; las intervenciones preventivas a realizar antes de las temporadas de 

lluvia; los trabajos previstos sobre alcantarillas, cunetas, badenes y puentes menores; y 

los mecanismos de respuesta ante cortes o emergencias. El Plan Anual será remitido a la 

Honorable Legislatura y publicado oficialmente. 

ARTÍCULO 11°.- La selección de las obras incluidas en el Plan Anual y la asignación 

de recursos se realizará en función de los siguientes criterios objetivos de prioridad, sin 

que el orden enunciado suponga jerarquía cerrada entre ellos: acceso a establecimientos 

educativos; acceso a centros y servicios de salud; seguridad pública; circulación del 

transporte escolar y de ambulancias; conectividad de parajes aislados; cantidad de 

familias beneficiadas; producción afectada; riesgo hídrico; frecuencia de uso; 

recurrencia del aislamiento; afectación por emergencia climática; situación de pequeños 

productores; e integración territorial. Los criterios efectivamente aplicados a cada obra 

deberán constar de modo expreso en el Plan Anual. 

ARTÍCULO 12°.- Tendrán prioridad absoluta dentro del régimen creado por la 

presente ley los caminos rurales que permitan el acceso a establecimientos educativos 

rurales, centros de salud, salas sanitarias, hospitales, destacamentos policiales, cuarteles 

de bomberos y parajes rurales, así como aquellos utilizados habitualmente por el 



 
transporte escolar y por ambulancias. La autoridad de aplicación deberá justificar de 

modo expreso, en el Plan Anual y en sus rendiciones, los casos en que, por razones 

técnicas o presupuestarias debidamente fundadas, no resulte posible intervenir sobre 

estos caminos en el ejercicio. 

CAPÍTULO IV 

DE LOS CONSORCIOS CAMINEROS 

ARTÍCULO 13°.- Los consorcios camineros son entidades de bien público, sin fines 

de lucro, integradas por vecinos, productores, cooperativas, asociaciones de 

productores, comisiones vecinales y demás actores rurales de una zona determinada, 

que se constituyen con el objeto de colaborar con la autoridad de aplicación en la 

conservación, mantenimiento, mejoramiento y gestión de los caminos rurales 

comprendidos en su zona de influencia. Una vez reconocidos por la autoridad de 

aplicación e inscriptos en el Registro creado por el artículo 8°, los consorcios camineros 

adquirirán capacidad para actuar pública o privadamente y para adquirir derechos y 

contraer obligaciones en el cumplimiento de su objeto. La reglamentación, en 

coordinación con la Dirección General de Personas Jurídicas, establecerá los aspectos 

registrales y operativos correspondientes a su personería, asegurará su capacidad para 

administrar fondos públicos y privados afectados a la finalidad legal y resguardará su 

sujeción al control externo cuando administren recursos provenientes del Estado. 

ARTÍCULO 14°.- Para constituir un consorcio caminero deberá conformarse una 

comisión promotora integrada, como mínimo, por personas humanas, mayores de edad, 

con domicilio real en la zona de influencia propuesta, que deberán presentar ante la 

autoridad de aplicación: la nómina inicial de consorcistas; la determinación de la 

jurisdicción de caminos cuya conservación y mejoramiento se propone atender, con un 

mínimo de kilómetros que fijará la reglamentación; el proyecto de estatuto; y la 

designación provisoria de sus órganos. La reglamentación establecerá los recaudos 

formales, la documentación complementaria y los plazos del trámite. 

ARTÍCULO 15°.- Cumplidos los requisitos previstos en el artículo anterior y los que 

establezca la reglamentación, la autoridad de aplicación reconocerá al consorcio 

caminero mediante acto administrativo expreso, definirá su zona de influencia, 



 
inscribirá su constitución en el Registro creado por el artículo 8° y articulará con la 

Dirección General de Personas Jurídicas la formalización que corresponda. El 

reconocimiento podrá ser denegado por resolución fundada cuando no se reúnan los 

requisitos exigidos o cuando la zona de influencia propuesta se superponga 

injustificadamente con la de otro consorcio ya reconocido. 

ARTÍCULO 16°.- Los consorcios camineros se regirán por los siguientes órganos: 

Asamblea General, como autoridad máxima del consorcio, con competencias 

deliberativas, de aprobación de memoria, balance y plan anual de trabajos, y de elección 

y remoción de las demás autoridades; Comisión Directiva, integrada por un número 

impar de miembros que establezca el estatuto, con funciones ejecutivas; y un Órgano de 

Fiscalización o Síndico, encargado del control interno de la gestión. El estatuto de cada 

consorcio fijará la composición, las atribuciones, los plazos de los mandatos y los 

regímenes de quórum y mayorías de cada órgano, respetando los pisos mínimos que 

determine la reglamentación. 

ARTÍCULO 17°.- Podrán integrar los consorcios camineros: los productores y vecinos 

rurales de la zona de influencia; las cooperativas, asociaciones de productores y 

entidades rurales con actuación en la zona; las comisiones vecinales reconocidas; y, en 

carácter de socio adherente, las personas humanas o jurídicas que aporten recursos al 

consorcio. La integración de un municipio a un consorcio caminero cuya zona de 

influencia comprenda total o parcialmente su ejido requerirá ordenanza del Concejo 

Deliberante o acto expreso del órgano municipal competente, conforme a la Carta 

Orgánica respectiva o a la Ley Orgánica de Municipalidades, sin que dicha participación 

implique afectación de las competencias municipales reconocidas por la Constitución 

provincial. 

ARTÍCULO 18°.- Son obligaciones de los consorcios camineros: mantener en estado 

de transitabilidad los caminos comprendidos en su zona de influencia, conforme al plan 

particular de trabajos aprobado por la autoridad de aplicación; ejecutar las obras 

autorizadas; rendir cuentas de los fondos públicos transferidos y de la maquinaria, 

combustible y materiales recibidos; presentar memoria y balance anual; colaborar con la 

autoridad de aplicación en el relevamiento del estado de los caminos; informar las 



 
situaciones de emergencia vial rural que detecten; y cumplir con las normas de 

transparencia previstas en el Capítulo VII. 

ARTÍCULO 19°.- La autoridad de aplicación podrá, mediante resolución fundada y 

previo procedimiento que garantice el derecho de defensa, suspender, intervenir, 

disponer la normalización o, en último término, declarar la disolución de un consorcio 

caminero, cuando se verifique alguna de las siguientes causales: acefalía prolongada de 

sus órganos; incumplimiento grave o reiterado de sus obligaciones legales o estatutarias; 

falta de rendición de cuentas en los plazos previstos; desvío de los fondos públicos 

transferidos respecto de los fines de la presente ley; o imposibilidad material de cumplir 

con el objeto. El acto que disponga la intervención fijará su plazo, sus alcances y, en su 

caso, la convocatoria a normalización. 

ARTÍCULO 20°.- Los consorcios camineros reconocidos podrán constituir una 

Asociación de Consorcios Camineros de la Provincia de Corrientes, con personería 

jurídica propia, destinada a representar al conjunto de los consorcios ante la autoridad 

de aplicación y los demás organismos del Estado, articular criterios comunes de 

funcionamiento, gestionar capacitación e intercambio técnico, y participar 

consultivamente en la elaboración del Plan Anual. La reglamentación podrá prever, 

asimismo, la conformación de consorcios camineros regionales o zonales, en función de 

criterios geográficos, productivos o de extensión de la red. 

CAPÍTULO V 

CONVENIOS 

ARTÍCULO 21°.- La autoridad de aplicación queda facultada para celebrar convenios 

con: los municipios; los consorcios camineros reconocidos; las entidades rurales, 

cooperativas y asociaciones de productores; los organismos provinciales y nacionales 

con competencia en la materia; las universidades e instituciones técnicas; las comisiones 

vecinales; y, cuando corresponda, los propietarios o usuarios de los caminos rurales. Los 

convenios deberán enmarcarse en los principios y finalidades de la presente ley y en el 

Plan Anual vigente. 



 
ARTÍCULO 22°.- Los convenios celebrados conforme al artículo anterior podrán tener 

por objeto, entre otros: la transferencia o afectación de maquinaria, equipos, 

combustible y materiales; la ejecución de obras de conservación o mejoramiento; la 

asistencia técnica y la capacitación; la transferencia de fondos para fines específicos; el 

control de cargas, en coordinación con la Ley N° 6.046; las tareas de emergencia vial 

rural; el aprovechamiento conjunto de suelos en las condiciones previstas por la 

normativa hídrica y ambiental aplicable; y la articulación con programas provinciales, 

nacionales o internacionales de infraestructura rural. Todos los convenios serán 

publicados conforme al artículo 25. 

CAPÍTULO VI 

FINANCIAMIENTO 

ARTÍCULO 23°.- El régimen creado por la presente ley se financiará con los 

siguientes recursos: 

a) Las partidas que anualmente le asigne el Presupuesto General de la Provincia. 

b) Los recursos que la autoridad de aplicación afecte específicamente al cumplimiento 

de la presente ley, dentro de sus partidas presupuestarias propias. 

c) Los aportes voluntarios de los municipios, en el marco de los convenios celebrados 

conforme al Capítulo V. 

d) Los aportes voluntarios de los consorcios camineros, los productores y los 

beneficiarios. 

e) Los recursos provenientes de convenios provinciales, nacionales e 

interjurisdiccionales. 

f) Los recursos que, en la medida en que resulten jurídicamente compatibles, deriven de 

la aplicación de la Ley N° 6.046 sobre preservación de la estructura vial. 

g) Las donaciones, legados y aportes específicos. 

h) Los recursos provenientes de programas de financiamiento internacional o de 

organismos multilaterales, conforme a la normativa aplicable. 



 
i) Cualquier otro recurso que se cree o asigne con destino al cumplimiento de los fines 

de esta ley. 

ARTÍCULO 24°.- El Poder Ejecutivo deberá prever anualmente, en el Proyecto de 

Presupuesto General de la Provincia, las partidas presupuestarias necesarias para la 

implementación progresiva del régimen creado por la presente ley, dentro de las 

disponibilidades de la administración pública provincial. La autoridad de aplicación 

propondrá las adecuaciones presupuestarias correspondientes al Ministerio de Hacienda 

y Finanzas o ministerio que corresponda. La presente ley no crea ningún impuesto, tasa, 

contribución, adicional tributario ni gravamen nuevo sobre los productores, los vecinos 

rurales, los municipios o las empresas. 

CAPÍTULO VII 

TRANSPARENCIA, CONTROL Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

ARTÍCULO 25°.- La autoridad de aplicación garantizará la publicidad activa, en un 

sitio web oficial de acceso libre y gratuito, de la siguiente información: los convenios 

celebrados en el marco de esta ley; los fondos transferidos a consorcios y municipios; 

las obras ejecutadas y en ejecución; las rendiciones de cuentas presentadas y aprobadas; 

el inventario de maquinaria, combustible y materiales asignados; el Plan Anual y el 

Mapa Provincial de Caminos Rurales Críticos; y los actos de reconocimiento, 

intervención, normalización o disolución de consorcios camineros. 

ARTÍCULO 26°.- Los consorcios camineros y los municipios que reciban fondos 

públicos, maquinaria, combustible, materiales o asistencia en el marco de la presente ley 

estarán obligados a rendir cuentas en los plazos, con la documentación y según el 

procedimiento que establezca la reglamentación. Cuando los consorcios camineros 

administren fondos o bienes públicos, quedarán sujetos al control externo del Tribunal 

de Cuentas de la Provincia, en los términos de la normativa vigente, sin perjuicio del 

control técnico, contable e institucional que ejerza la autoridad de aplicación. 

ARTÍCULO 27°.- El incumplimiento por los consorcios camineros, los municipios 

adheridos o los beneficiarios de las obligaciones que esta ley les impone -en particular 

la rendición de cuentas, la correcta aplicación de los fondos públicos transferidos 



 
respecto de los fines de la presente ley y la ejecución de los trabajos comprometidos- 

dará lugar, según la gravedad de la falta, a las sanciones que establezca la 

reglamentación, que podrán incluir: apercibimiento; suspensión de transferencias; 

intervención del consorcio; rescisión de los convenios celebrados; y, en caso de 

corresponder, denuncia ante los organismos de control y, eventualmente, ante el 

Ministerio Público Fiscal. El incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa 

por parte de la autoridad de aplicación dará lugar a las responsabilidades administrativas 

y de control que correspondan conforme a la normativa aplicable. 

CAPÍTULO VIII 

EMERGENCIA VIAL RURAL 

ARTÍCULO 28°.- Verificada por la autoridad de aplicación, previa constatación técnica 

sumaria, de oficio o a pedido de un municipio, un consorcio caminero, una autoridad 

escolar o sanitaria o un vecino afectado, una situación de emergencia vial rural 

derivada de lluvias intensas, inundaciones, incendios, cortes de caminos, caída de 

puentes, imposibilidad de acceso a escuelas, salas sanitarias o parajes, interrupción del 

transporte escolar o imposibilidad de circulación de ambulancias, la autoridad de 

aplicación deberá: a) declarar formalmente la emergencia respecto de los tramos 

afectados; b) disponer de modo inmediato las intervenciones que correspondan, en 

coordinación con los municipios, consorcios y demás organismos competentes; c) 

comunicar públicamente la situación y las medidas adoptadas; y d) priorizar el 

restablecimiento del paso para los servicios esenciales. Cuando la emergencia 

comprenda caminos de jurisdicción municipal, la intervención de la autoridad de 

aplicación se realizará a requerimiento o con la conformidad expresa de la autoridad 

municipal competente, salvo riesgo inminente para la vida o la salud de las personas, 

supuesto en el que la coordinación con el municipio se concretará con la mayor 

celeridad posible. 

ARTÍCULO 29°.- Durante las situaciones de emergencia vial rural, las intervenciones 

se realizarán dando prioridad a los caminos que afecten el acceso a establecimientos 

educativos, centros sanitarios, parajes aislados y la circulación de transporte escolar, 

ambulancias y fuerzas de seguridad. La autoridad de aplicación podrá, con cargo de 



 
rendición posterior, autorizar la afectación de equipos, combustible y materiales por 

fuera del Plan Anual, dejando constancia fundada de las razones de la decisión. 

CAPÍTULO IX 

COORDINACIÓN HÍDRICA Y AMBIENTAL 

ARTÍCULO 30°.- Toda obra de camino rural que, conforme al criterio técnico de la 

autoridad de aplicación, pueda alterar escurrimientos superficiales, drenajes, cunetas, 

alcantarillas, badenes, puentes, canales, cursos de agua o zonas anegables, deberá 

contar, con carácter previo a su ejecución, con intervención técnica del Instituto 

Correntino del Agua y del Ambiente -o del organismo que en el futuro lo reemplace-, 

en el marco del Decreto-Ley N° 191/01 (Código de Aguas) y del Decreto-Ley N° 

212/01. La intervención hídrica será obligatoria para las obras de mejoramiento que 

comprendan obras de arte, modificaciones de perfil o ejecución, rectificación o 

supresión de canales y desagües. La reglamentación establecerá los plazos y 

modalidades de la intervención del Instituto Correntino del Agua y del Ambiente, de 

modo de garantizar la oportuna realización de las obras y evitar dilaciones en las tareas 

de conservación ordinaria y en las situaciones de emergencia vial rural. 

ARTÍCULO 31°.- Cuando, por su magnitud, ubicación o características, la obra de 

camino rural se encuentre comprendida en los supuestos previstos por la Ley N° 5.067 y 

sus modificatorias, deberá tramitarse, previo a su ejecución, el correspondiente Estudio 

de Impacto Ambiental ante la autoridad competente. La autoridad de aplicación de la 

presente ley, en coordinación con el Instituto Correntino del Agua y del Ambiente, 

establecerá criterios técnicos para identificar con claridad qué tipo de intervenciones 

requieren evaluación ambiental, a fin de evitar duplicaciones de trámite sin debilitar el 

control hídrico y ambiental. 

CAPÍTULO X 

INFORMES Y ARTICULACIÓN INTERNORMATIVA 

ARTÍCULO 32°.- La autoridad de aplicación remitirá a la Honorable Legislatura, antes 

del 31 de marzo de cada año, un informe anual sobre la implementación de la presente 

ley, que contendrá, como mínimo: el estado general de los caminos rurales; los 



 
consorcios activos; los kilómetros intervenidos; los fondos ejecutados; los convenios 

firmados; las obras prioritarias del ejercicio en curso y del ejercicio inmediato anterior; 

las emergencias atendidas; los caminos pendientes de intervención; y los criterios de 

priorización efectivamente aplicados. Esta obligación se entiende sin perjuicio de los 

pedidos de informes que en cualquier momento se cursen conforme al artículo 100 del 

Reglamento Interno de la Honorable Cámara de Diputados o a las facultades de la 

Honorable Cámara de Senadores. 

ARTÍCULO 33°.- La autoridad de aplicación articulará la implementación de la 

presente ley con la Ley N° 6.046, en cuanto refiere al control de pesos, dimensiones y 

relación potencia-peso de los vehículos que circulan por la red vial provincial, a los 

efectos de prevenir el deterioro de los caminos rurales por cargas excedidas. A tal fin, 

los convenios celebrados con municipios y consorcios camineros podrán incluir tareas 

de control, fiscalización y prevención en los términos del artículo 4° de la Ley N° 6.046. 

La asunción por los municipios de tareas de control y fiscalización en su jurisdicción 

será siempre voluntaria, mediante convenio expreso, sin que la presente ley imponga 

obligación alguna al respecto. 

CAPÍTULO XI 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES 

ARTÍCULO 34°.- El Poder Ejecutivo Provincial reglamentará la presente ley dentro 

del plazo de ciento veinte (120) días corridos contados desde su promulgación. 

ARTÍCULO 35°.- La autoridad de aplicación dispondrá, dentro del plazo de ciento 

ochenta (180) días corridos desde la entrada en vigencia de la presente ley, la 

realización de un relevamiento inicial de los caminos rurales críticos de la Provincia, 

con elaboración de la primera versión del Mapa Provincial previsto en el artículo 9°. 

ARTÍCULO 36°.- Los consorcios vecinales y demás formas asociativas que, a la 

entrada en vigencia de la presente ley, se encontraran funcionando para fines 

compatibles con su objeto, en particular los constituidos al amparo de la Ley N° 4.339, 

podrán adecuarse al régimen creado por esta ley dentro del plazo que establezca la 

reglamentación, manteniendo entretanto la vigencia de los actos administrativos, 



 
convenios y reconocimientos otorgados conforme a la normativa anterior. La autoridad 

de aplicación arbitrará los medios necesarios para facilitar dicha adecuación y evitar 

interrupciones operativas. 

ARTÍCULO 37°.- El primer Plan Anual de Conservación, Mejoramiento y 

Mantenimiento de Caminos Rurales previsto en el artículo 10 deberá ser elaborado y 

publicado dentro del ejercicio fiscal inmediato siguiente al de la reglamentación de la 

presente ley. 

ARTÍCULO 38°.- La presente ley constituye un régimen especial y complementario en 

materia de caminos rurales y consorcios camineros, sin perjuicio de la subsistencia de 

las Leyes N° 3.288, N° 4.339 y N° 6.046 y del Decreto-Ley N° 191/01, los que 

continuarán vigentes en todo lo que no se oponga a la presente. En caso de duda 

interpretativa, las disposiciones de esta ley se aplicarán en favor de la transitabilidad de 

los caminos rurales, del acceso a los servicios esenciales y de la participación de los 

actores territoriales en la gestión vial rural. 

ARTÍCULO 39°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de 

Corrientes, a los ____ días del mes de __________ del año dos mil veintiséis.- 

 


